A FONASA TAMPOCO LE GUSTAN LOS BINGOS
Cuando una persona sin ingresos logra juntar recursos para tratarse, el sistema público lo obliga a atenderse como particular, no se le permite la libre elección y se le niega el confinanciamiento de la atención de salud. Los más pobres, o se quedan en la lista de espera, o pagan el 100% de la atencion. Es urgente corregir estas anomalías que impiden un acceso igualitario a un derecho humano básico como es la salud.

Desde 2008 hemos buscado modificar el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, para asegurar el acceso igualitario a las modalidades de atención que ofrece el sistema público de salud. Hemos planteado con isistencia que todos los usuarios del Fondo Nacional de Salud, FONASA, puedan acceder a la modalidad de libre elección en las prestaciones.
Una luz de esperanza la dio el propio Presidente de la República, cuando en 2012 en su primer mandato, anunció que los pensionados pertenecientes al Fondo A de Fonasa podrían acceder al sistema de libre elección, más de 600 mil personas que hoy sólo tienen como alternativa aguardar el avance de las tristemente célebres listas de espera. Lamentablemente dicho anuncio nunca se materializó y hasta ahora no se conocen iniciativas concretas en la materia.
Cabe recordar que existen, en términos gruesos, dos tipos de afiliados a FONASA. Por un lado, quienes forman parte del Régimen General de Garantías en Salud, que acceden a prestaciones de medicina preventiva, asistencia médica curativa y atención odontológica en la red asistencial de cada servicio de salud. Por otro, quienes acceden al régimen de “libre elección”, en el cual los afiliados pueden elegir al profesional, el establecimiento o institución que otorgue la prestación requerida. Las prestaciones en este sistema son cofinanciadas parcialmente por el afiliado y por FONASA que por regla general, bonifica hasta 60 % del arancel de atención y excepcionalmente hasta un 90% en atenciones de emergencia.
El problema es que a esta segunda modalidad sólo pueden acceder aquellos que tengan la calidad de afiliados como trabajadores dependientes o independientes que coticen o como imponentes voluntarios, excluyéndose a los cesantes y a quienes no demuestran ingresos, ente ellos a beneficiarios de pensiones asistenciales, a mujeres embarazadas, niños hasta los seis meses de edad, personas indigentes, etc.

Por intentar proteger a los más excluidos y a los que no demuestran ingresos, estamos dejando a miles de chilenos rehenes de las listas de espera y las filas para acceder a salud, porque no les permitimos que ante la emergencia de salud puedan hacer un copago.

El sistema no toma en cuenta que ante el drama de una enfermadad, la familia puede hacer un esfuezo adicional. Los amigos y los vecinos pueden colaborar solidariamente. En los barrios de Magallanes hemos asistido a cientos de bingos para juntar recursos y hacer frente a la enfermadad de un amigo. Pero a FONASA no le gustan los bingos y cuando una persona sin ingresos logra juntar recursos para tratarse, lo obliga a atenderse como particular, porque no le reconoce la posibilidad de atenderse por el sistema de libre elección, negándose a confinanciar la atención de salud. Los más pobres, o se quedan en la lista de espera, o pagan el 100% de la atencion. FONASA no les permite la libre elección.
Con los recursos públicos que administra FONASA se financia la libre elección únicamente a aquellos que tienen recursos para cotizar mes a mes. Una persona calificada como indigente o carente de recursos no puede comprar un bono y elegir atenderse sin esperar que corra la lista. Es una discriminación injusta, carente de fundamento y una vulneración del principio de igualdad establecido en la Constitución.
Debmos establecer cuanto antes el principio de no discriminación entre los beneficiarios de FONASA para que todos puedan acceder a todas las modalidades de atención de Régimen General o de libre elección y corregir estas normas anómalas que impiden un acceso igualitario a un derecho humano básico como es la salud.
